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ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO 
DE COAHUILA DE ZARAGOZA
PODER LEGISLATIVO

“2015, Año de la Lucha Contra el Cáncer”


	



Iniciativa con Proyecto de Decreto para modificar el contenido del primer párrafo  y  adicionar dos párrafos más al artículo 16  de la Ley de Aguas para los Municipios del Estado de Coahuila de Zaragoza.
· En relación a proponer que las tarifas que se fijen por la reutilización de aguas tratadas solo puedan cobrarse a los usuarios que gozan de este servicio.
Planteada por el Diputado Jesús de León Tello, conjuntamente con los Diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional “Alonso Lujambio Irazábal”.

Fecha de Lectura de la Iniciativa: 15 de Septiembre de 2015.

Turnada a las Comisiones Unidas de Hacienda y de Salud, Medio Ambiente, Recursos Naturales y Agua.

Fecha del Dictamen: 

Decreto No. 
Publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado
H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

PRESENTE.-

Iniciativa que presenta el diputado Jesús de León Tello conjuntamente con los diputados integrantes del Grupo Parlamentario “ALONSO JOSÉ RICARDO LUJAMBIO IRAZÁBAL” del Partido Acción Nacional, con fundamento en lo dispuesto por los Artículos 59, fracción I,  y 67, fracción I, de la Constitución Política del Estado; y 21, fracción IV, y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, sometemos a la consideración de esta Honorable Asamblea, la presente Iniciativa con Proyecto de Decreto para  modificar el contenido del primer párrafo  y  adicionar dos párrafos más al artículo 16  de la Ley de Aguas para los Municipios del Estado de Coahuila de Zaragoza, en base a la siguiente:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS:

El cobro por el o los derechos de gozar del agua tratada, ha generado polémica y batallas legales en los tribunales durante los últimos ejercicios fiscales en nuestra entidad, las razones son simples de entender y de explicar, y las podemos detallar de forma breve de la siguiente forma:

Los usuarios quejosos refieren que, se les cobra de parte de los municipios que aplican este concepto, generalmente los más grandes del estado, el cobro de un servicio que en realidad no gozan, esto es, pagan por aguas tratadas o saneadas, como se decía más antes, que no reciben en sus tuberías, en su casas, que no pasan por sus medidores, esto es, les trasladan los municipios el cobro de un derecho por un servicio que, quizá otros usuarios morales o particulares sí estén disfrutando, pero no todos.

Para no hacer alusión especifica a ningún municipio en particular, baste decir que algunas leyes de ingresos contemplan este cobro bajo redacciones que, con independencia de que traten de establecer fórmulas diferentes, en todos los casos, se refieren que “todos los usuarios” deben pagar por el servicio de operación y mantenimiento de las plantas tratadoras y por la comercialización del agua tratada una cantidad de dinero, en la mayoría de los casos, calculada en base a un porcentaje establecido sobre el consumo ordinario de agua potable. 

Si atendemos a los principios fiscales de la fracción IV del Artículo 31 de la Constitución General, que son: proporcionalidad, legalidad y equidad tributarias, resulta fácil descubrir que para poder cobrar el agua tratada a un usuario de la red de agua potable, no se puede hacer bajo reglas o criterios como los siguientes:

I.- No se puede nunca, cobrar un derecho público o servicio público, que el usuario no goza o disfruta, aunque otros sí lo hagan.

II.- No se puede cobrar un derecho por un servicio municipal, estableciendo como base un porcentaje calculado arbitrariamente sobre la tarifa correspondiente a otro derecho distinto.

III.- No puede un municipio trasladar al causante por mera ocurrencia y sin fundamento legal alguno, sus necesidades financieras o de subsidio en base al cobro de servicios que no puede demostrar que el usuario recibe. 

IV.- No puede un municipio cobrar por un derecho, que, además, se refiera a un concepto oscuro y carente de toda transparencia como lo es el agua tratada, pues el usuario no puede verificar si este servicio existe, qué cantidad de agua trata el municipio por semana, mes y año, cómo la distribuye, a quiénes, y en qué cantidades a cada uno.

Oportuno resulta citar los tres principios fiscales que antes mencionamos de acuerdo a los criterios de la Suprema Corte de Justicia de la Nación:

Novena Época; Registro: 198403; Instancia: Pleno; Jurisprudencia; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; V, Junio de 1997; Materia(s): Constitucional, Administrativa; Tesis: P./J. 41/97; Página:    43
EQUIDAD TRIBUTARIA. SUS ELEMENTOS.

El principio de equidad no implica la necesidad de que los sujetos se encuentren, en todo momento y ante cualquier circunstancia, en condiciones de absoluta igualdad, sino que, sin perjuicio del deber de los Poderes públicos de procurar la igualdad real, dicho principio se refiere a la igualdad jurídica, es decir, al derecho de todos los gobernados de recibir el mismo trato que quienes se ubican en similar situación de hecho porque la igualdad a que se refiere el artículo 31, fracción IV, constitucional, lo es ante la ley y ante la aplicación de la ley. De lo anterior derivan los siguientes elementos objetivos, que permiten delimitar al principio de equidad tributaria: a) no toda desigualdad de trato por la ley supone una violación al artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, sino que dicha violación se configura únicamente si aquella desigualdad produce distinción entre situaciones tributarias que pueden considerarse iguales sin que exista para ello una justificación objetiva y razonable; b) a iguales supuestos de hecho deben corresponder idénticas consecuencias jurídicas; c) no se prohíbe al legislador contemplar la desigualdad de trato, sino sólo en los casos en que resulta artificiosa o injustificada la distinción; y d) para que la diferenciación tributaria resulte acorde con las garantías de igualdad, las consecuencias jurídicas que resultan de la ley, deben ser adecuadas y proporcionadas, para conseguir el trato equitativo, de manera que la relación entre la medida adoptada, el resultado que produce y el fin pretendido por el legislador, superen un juicio de equilibrio en sede constitucional.

Novena Época; Registro: 163980; Instancia: Pleno; Tesis Aislada;  Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XXXII, Agosto de 2010; Materia(s): Constitucional, Administrativa;  Tesis: P. XXXV/2010; Página:   243
PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA. PARA QUE UN TRIBUTO RESPETE ESTE PRINCIPIO CONSTITUCIONAL SE REQUIERE QUE EXISTA CONGRUENCIA ENTRE EL GRAVAMEN Y LA CAPACIDAD CONTRIBUTIVA DE LOS SUJETOS, QUE ÉSTA ENCUENTRE RELACIÓN DIRECTA CON EL OBJETO GRAVADO Y QUE EL HECHO IMPONIBLE Y LA BASE GRAVABLE SE RELACIONEN ESTRECHAMENTE.

La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido varios criterios sobre el aludido principio tributario derivado de la fracción IV del artículo 31 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos que conviene considerar al analizar si una contribución lo respeta: I. Originalmente no se reconocía en el citado precepto constitucional una verdadera garantía hacia los gobernados, sino sólo la facultad potestativa del Estado relativa a su economía financiera; II. Posteriormente, se aceptó que el Poder Judicial de la Federación estudiara si una ley transgredía dicho numeral considerando que aunque no se encontrara dentro del capítulo relativo a las garantías individuales, su lesión violaba, en vía de consecuencia, los artículos 14 y 16 constitucionales; III. Después, se reconoció que aquel numeral contempla una verdadera garantía hacia los gobernados cuya violación era reparable mediante el juicio de garantías considerando lo exorbitante y ruinoso de una contribución; IV. Ulteriormente, se aceptó que la proporcionalidad es un concepto distinto a lo exorbitante y ruinoso estableciendo que su naturaleza radica en que los sujetos pasivos contribuyan a los gastos públicos en función de su respectiva capacidad económica, debiendo aportar una parte justa y adecuada de sus ingresos, utilidades o rendimientos, de manera que quienes tengan ingresos elevados tributen en forma cualitativamente superior a los de medianos y reducidos recursos. Conforme a estas bases se desarrolló el ámbito de aplicación o alcance del principio de proporcionalidad a cada uno de los elementos de los tributos directos: i) Referido a la tasa o tarifa, se consideró que el pago de los tributos en proporción a la riqueza gravada puede conseguirse no sólo mediante parámetros progresivos, sino igualmente con porcentajes fijos; ii) En relación con los sujetos, se estableció que las contribuciones deben estar en función de su verdadera capacidad, es decir, existir congruencia entre el gravamen y su capacidad contributiva, entendida ésta como la potencialidad real de contribuir al gasto público; iii) Por cuanto se refiere a la base, tomando en cuenta que todos los presupuestos de hecho de los impuestos deben tener una naturaleza económica y que las consecuencias tributarias son medidas en función de la respectiva manifestación de riqueza gravada, siendo necesaria una estrecha relación entre el hecho imponible y la base gravable a la que se aplica la tasa o tarifa del impuesto; y iv) Finalmente, por lo que se refiere al objeto, se estableció que para evaluar la capacidad contributiva del causante, ésta debía estar en relación directa con el objeto gravado. Acorde con lo anterior, se concluye que un tributo directo respeta el principio de proporcionalidad tributaria, cuando exista congruencia entre el gravamen y la capacidad contributiva de los sujetos, que ésta encuentre relación directa con el objeto gravado y que el hecho imponible y la base gravable tengan igualmente una sensata correspondencia, pues de no colmarse alguno de estos parámetros aquél será inconstitucional.

LEGALIDAD TRIBUTARIA. EL ALCANCE DE ESE PRINCIPIO CONSTITUCIONAL NO TUTELA QUE LA DEBIDA DEFINICIÓN DE LOS ELEMENTOS ESENCIALES DE UN TRIBUTO SE HAGA BAJO UN ENTORNO PROPORCIONAL Y EQUITATIVO.

La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que el principio de legalidad tributaria contenido en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos exige que los tributos se prevean en la ley y, de manera específica, sus elementos esenciales, para evitar que quede a la arbitrariedad de las autoridades exactoras la fijación del gravamen, el cobro de impuestos imprevisibles o a título particular, y para que el particular pueda, en todo momento, conocer la forma cierta de contribuir al gasto público, al ser el legislador y no otro órgano quien los precise. Asimismo, al atender a la interacción de dicho principio tributario con la garantía de seguridad jurídica, en su vertiente de certeza manifestada en un suficiente desarrollo normativo, ha sostenido que el legislador no debe prever fórmulas que representen, prácticamente, la indefinición de un concepto relevante para el cálculo del tributo, ya que con ello se dejaría abierta la posibilidad de que sean las autoridades administrativas quienes generen la configuración de los tributos, o bien, que el contribuyente promedio no tenga la certeza de la forma en que debe contribuir al gasto público
Atentos a lo señalado, los municipios que manejan y operan plantas tratadoras de agua deben cobrar este servicio sólo a quienes realmente se los proporcionan; además, no puede cobrarse bajo fórmulas arbitrarias, ocurrentes o sin base gravable proporcional, equitativa y legal.

A efectos de que la presente iniciativa sea concordante con la que presentamos en materia de cobro de tarifas de agua, de fecha 09 de septiembre del presente año, reproducimos la reforma al primer párrafo del  artículo 16 que aquí estamos modificando, de acuerdo a la citada iniciativa; y además, adicionamos las adecuaciones que son base del presente proyecto de reforma.

Por los razonamientos y fundamentos legales expuestos, sometemos a la consideración de esta H. Pleno el siguiente proyecto de:

Decreto

ARTÍCULO ÚNICO: se modifica el contenido del primer párrafo y se  adicionan dos párrafos más al artículo 16 de la Ley de Aguas para los Municipios del Estado de Coahuila de Zaragoza, cuyo texto quedaría de la siguiente forma:

ARTÍCULO 16.-  La construcción, rehabilitación, ampliación, administración, operación, conservación y mantenimiento de los sistemas de agua potable, agua desalada, drenaje, alcantarillado y tratamiento de aguas residuales y reuso; así como el cobro de las tarifas correspondientes en cada municipio, estarán a cargo de los organismos públicos descentralizados de los Municipios del Estado, los cuales tendrán personalidad jurídica y patrimonio propios, y se denominarán "Sistemas Municipales de Aguas y Saneamiento". 

Las tarifas que se fijen por la reutilización de aguas tratadas sólo podrán cobrarse a los usuarios que gocen de este servicio, y deberán establecerse en base a fórmulas o parámetros que cumplan con los principios de proporcionalidad, legalidad y equidad en materia tributaria.

Los municipios, y en su caso los organismos operadores, deberán transparentar todo lo referente al servicio antes mencionado……..
TRANSITORIOS

PRIMERO.- El presente decreto entrara en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO.- Publíquese el presente decreto en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SALTILLO, COAHUILA A 15 DEL MES DE SEPTRIEMBRE DE 2015

ATENTAMENTE

“POR UNA PATRIA ORDENADA Y GENEROSA 

Y UNA VIDA MEJOR Y MAS DIGNA PARA TODOS”

GRUPO PARLAMENTARIO 

“Alonso José Ricardo Lujambio Irazábal”

  DIP. JOSE ARMANDO PRUNEDA VALDEZ

DIP. YOLANDA OLGA ACUÑA CONTRERAS
DIP. LARIZA MONTIEL LUIS

DIP. JESÚS DE LEÓN TELLO
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